“La privatizaci\uf3n de los servicios de agua y saneamiento en Am\ue9rica Latina” (The privatization of water and sanitation services in Latin America) by Castro JE
Newcastle University e-prints  
Date deposited: 25 January 
Version of file: Final 
Peer Review Status: Unknown 
Citation for published item: 
Castro JE. “La privatización de los servicios de agua y saneamiento en América Latina” (The privatization 
of water and sanitation services in Latin America). Nueva Sociedad 2007,207 93-112.  
Further information on publisher website: 
http://www.nuso.org/ 
Publishers copyright statement: 
 
 
Use Policy: 
The full-text may be used and/or reproduced and given to third parties in any format or medium, 
without prior permission or charge, for personal research or study, educational, or not for profit 
purposes provided that: 
• A full bibliographic reference is made to the original source 
• A link is made to the metadata record in DRO 
• The full text is not change in any way. 
The full-text must not be sold in any format or medium without the formal permission of the 
copyright holders. 
 
 
 
Robinson Library,  University of Newcastle upon Tyne,  Newcastle upon Tyne. 
NE1 7RU.  Tel. 0191 222 6000 
José Esteban Castro: licenciado en Sociología (Universidad de Buenos Aires), Maestro en Ciencias
Sociales (Flacso-México) y doctor en Ciencias Políticas (Oxford). Actualmente se desempeña como
profesor titular (senior lecturer) de Sociología en la Universidad de Newcastle, Reino Unido.
Palabras clave: privatización, agua y saneamiento, bienes públicos, Estado, América Latina.
La privatización
de los servicios 
de agua y 
saneamiento en
América Latina
José Esteban Castro
El análisis del proceso de 
privatización de los servicios de
agua y saneamiento en América
Latina revela que éste fue producto
de decisiones orientadas por la
ideología neoliberal y no el 
resultado de la búsqueda de una
solución efectiva a la crisis del 
sector. Esta estrategia, además, 
ha ignorado la evidencia 
histórica que demuestra que la 
universalización de estos servicios
en Europa y Estados Unidos fue
consecuencia de una acción 
decisiva del Estado. Pero aunque 
el enfoque privatizador ha 
fracasado, las transformaciones
institucionales y políticas 
que se pusieron en marcha 
continuarán afectando la 
capacidad de los gobiernos de 
la región para superar la crisis 
de estos servicios esenciales.
«Siempre la mayor parte de las inversiones en materia de agua debe ser del sector público»,
declaró a La Jornada Katherine Sierra, vicepresidenta de Infraestructura y Desarrollo 
del Banco Mundial, quien encabeza la delegación del organismo en el cuarto Foro Mundial
[del Agua] que se inició ayer [en la Ciudad de México]. (…) Katherine Sierra indicó que el
BM «ha tenido una evolución muy interesante» en la forma en que plantea el tema de las 
inversiones en el sector. «En los años 90, debido a la cantidad muy fuerte de recursos que se
necesitan, creímos que el sector privado podía hacer inversiones importantes que podrían 
salvar al sector del agua. Pero no había mucha inversión del sector privado; 90% de los recursos
siguen siendo del sector público, aun en las épocas más fuertes de participación privada.» 
La Jornada, Ciudad de México, 17/3/2006
Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 207, 
enero-febrero de 2007, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.
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Introducción
Los argumentos presentados en este artículo se basan en los resultados de una
serie de trabajos de investigación recientes, en particular el Proyecto Prinwass
(Castro 2004a), que examinó en perspectiva comparada una serie de casos de
privatización1 de servicios de agua y saneamiento en África, América Latina
y Europa, incluyendo ejemplos de Argentina, Bolivia, Brasil y México2. El ar-
tículo está estructurado sobre la base de cuatro proposiciones elaboradas a
partir de los resultados de esta investigación.
Proposición Nº 1. Las políticas de privatización implementadas desde la déca-
da de 1990 para reorganizar los servicios de agua y saneamiento en América
Latina han tenido poca relación con los problemas específicos que presenta-
ban dichos servicios. Frecuentemente, se presentó la privatización como la so-
lución a la crisis de este sector, caracterizada, entre otros problemas, por la fal-
ta de cobertura de amplios sectores de la población, la calidad inadecuada de
la prestación, la corrupción y la falta de inversión pública en la expansión y
renovación de la infraestructura. Sin embargo, nuestro argumento es que la
razón principal para la implementación de esas medidas no fue la búsqueda
de soluciones a estos problemas, sino la aceptación acrítica de una política
fundada en los principios y argumentos característicos de la ideología propri-
vatización, que resurgió durante la década de 1980 e influyó en el diseño y la
implementación de políticas públicas en forma global, incluidas aquellas re-
lacionadas con los servicios de agua y saneamiento. Desde nuestra perspecti-
va, la crisis real de los servicios fue utilizada –y, en algunos casos, hasta pro-
vocada– para promover las privatizaciones.
Proposición Nº 2. Los argumentos utilizados para promover estas políticas ig-
noraron la evidencia histórica sobre la interrelación entre el sector público y
el privado en la organización de los servicios de agua y saneamiento. En par-
ticular, se ha desconocido que, en los países desarrollados, la universalización
1. Utilizaremos el concepto de «privatización» en forma genérica para denominar ciertas formas
de participación privada que caracterizaron a las políticas impulsadas por los organismos finan-
cieros internacionales y los gobiernos de los países desarrollados desde la década de 1980. En tér-
minos más rigurosos, la palabra «privatización» se utiliza para referirse a una de las formas que
asume la participación privada: la transferencia completa de la propiedad y la gestión de empre-
sas públicas al sector privado (en inglés, full divestiture). A los fines de este artículo, utilizaremos
el término en forma genérica. Asimismo, utilizaremos en forma intercambiable las expresiones
«privatización», «política privatista» y «política neoliberal».
2. El Proyecto Prinwass empleó una metodología combinada (métodos cuantitativos y cualitativos)
para el análisis comparativo de los casos en seis dimensiones analíticas: económico-financiera, am-
biental, político-institucional, sociopolítica y cultural, tecnoinfraestructural y sociodemográfica. 
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del acceso a estos servicios esenciales requirió la desprivatización de las em-
presas y la creación de compañías públicas. Los argumentos en favor de la pri-
vatización han reemplazado estas lecciones históricas con prescripciones deriva-
das del marco ideológico neoliberal que carecen de fundamento empírico.
Proposición Nº 3. Las políticas de privatización implementadas para reor-
ganizar los servicios de agua y saneamiento en América Latina han fraca-
sado en el logro de sus objetivos explícitos, entre los cuales se destacaban
la atracción de capitales privados para financiar la expansión y la renova-
ción de la infraestructura, la extensión de los servicios a la población no
atendida, el incremento de la eficiencia en la gestión, el alivio de la respon-
sabilidad financiera del sector público y la reducción de la pobreza y la de-
sigualdad.
Proposición Nº 4. Aunque la privatización de los servicios de agua y sanea-
miento ha fracasado en sus objetivos, su implementación puso en marcha
una serie de procesos cuya fuerza inercial continuará ejerciendo influencia
en la organización y gestión de estos servicios por un largo tiempo. Así, las
reformas privatizadoras no solo han dejado irresueltos la mayor parte de
los problemas preexistentes, y con frecuencia los han agudizado, sino que
además han generado nuevos obstáculos para la gestión sustentable y de-
mocrática de tales servicios.   
Ideología privatizadora y políticas públicas
Las políticas de privatización de los servicios de agua y saneamiento en
América Latina han sido presentadas como una solución técnica, desprovis-
ta de contenido político, para los problemas crónicos que caracterizan a este
sector. Por ejemplo, Terence Lee y Andrei Jouravlev (1997), de la Comisión
Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), afirman que existe am-
plio apoyo a la idea de que la transferencia de estas empresas públicas a ma-
nos de «monopolios de propiedad y administración privada podría incre-
mentar la eficiencia económica». Ellos enumeran una lista de las ventajas
de esta medida: la reducción de la «interferencia política», la restauración
de los «incentivos para minimizar los costos», la cancelación de la «captu-
ra regulatoria» que ocurre cuando el Estado es a la vez prestador y regulador,
una «administración financiera más efectiva», y una mayor capacidad de
planeamiento a largo plazo que supuestamente no existe en las empresas
públicas.
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Hay, por supuesto, más ejemplos.
Desde fines de la década de 1980, la
promoción de las políticas de privati-
zación constituyó una actividad flore-
ciente en el ámbito global, y particu-
larmente en América Latina, lo cual
ha quedado reflejado en la literatura
especializada. Ahora bien, pese al es-
fuerzo de estos autores por presentar
las privatizaciones como un instru-
mento técnico neutral, lo cierto es que no han logrado ocultar el carácter esen-
cialmente político e ideológico del modelo. El análisis de sus principales ar-
gumentos permite destilar lo que podemos denominar los «principios clave»
de la política neoliberal para la gestión del agua3: 
- Los recursos hídricos deben ser asignados a través del mercado, para lo cual
deben crearse derechos privados de agua, libremente comercializables, que
reemplacen los derechos colectivos o públicos preexistentes.
- Los servicios de agua deben ser considerados un bien económico, es decir,
un bien privado que debe ser adquirido en el mercado. Por definición, una
vez que adquieren ese estatus, es posible excluir de su uso a quienes no los
pagan, y se abandona así la noción de que son un bien público o social.
- Los servicios de agua deben ser provistos por operadores privados, que son
inherentemente más eficientes que los públicos. De ser posible, deben auto-
rregularse mediante mecanismos de mercado y la intervención estatal debe
ser minimizada o incluso totalmente anulada.
- Los servicios de agua no son un monopolio natural, como argumentan quienes
defienden la intervención estatal, por lo que la mayor parte de las operaciones,
con algunas excepciones básicas, pueden abrirse a la competencia. Sin embargo,
la existencia de altos costos de transacción puede dificultar la competencia, en
cuyo caso es preferible un monopolio privado antes que uno público. Lo mejor
es mantener la regulación al mínimo o, de ser posible, anularla por completo.
- Los usuarios del agua deben ser convertidos en consumidores y los tenedo-
res de derechos, en clientes.
La privatización de los servicios de agua y saneamiento, estructurada sobre
la base de estos principios, se articula con las directivas de los organismos
3. Estos principios han sido derivados de la literatura especializada que promueve la privatización
de las empresas públicas, y en particular de los servicios de agua y saneamiento. Ver Castro 2006a,
pp. 176-177.
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financieros internacionales y otros agentes, como las agencias de cooperación
de algunos países europeos y de Estados Unidos. Por ejemplo, el Banco Mun-
dial (BM), a través de su Grupo para la Participación del Sector Privado en
Infraestructura, se abocó a la tarea de promover la «participación privada en
infraestructura dentro del contexto de sus objetivos generales de apoyar la re-
ducción de la pobreza y el desarrollo sustentable» (Banco Mundial 1998). Su
programa de acción declaraba:
La participación privada ofrece un enorme potencial para mejorar la eficiencia de los
servicios de infraestructura, extender su distribución hacia los pobres y aliviar la pre-
sión sobre los presupuestos públicos que, por mucho tiempo, fueron la única fuente de
financiamiento. Incentivar un mayor involucramiento privado requiere que los gobier-
nos cambien su papel –donde ya no proveen servicios de infraestructura en forma di-
recta sino que más bien se encargan de fomentar la competencia entre proveedores pri-
vados, regulando en aquellos lugares donde la competencia es débil, y apoyando al
sector privado en general. (Ibíd., p. 1). 
En la misma dirección, pero con una propuesta más radical, la especialista en
sector privado del BM, Penelope Brook Cowen, argumentaba a favor de la
«privatización desregulada», «monopolios privados desregulados» y «laissez
faire», un sistema en el que «la provi-
sión de servicios sea regulada por las
fuerzas del mercado y por incentivos
económicos» (Brook Cowen/Cowen,
pp. 22 y 28). Sin bien estas propuestas
constituyen la versión más extrema del
argumento en favor de la privatiza-
ción, ya que pocos autores impulsan
tan abiertamente la idea de crear mo-
nopolios privados no regulados, el he-
cho de que la autora ocupara un puesto
de importancia estratégica en el BM muestra que este modelo radical cuenta
con el apoyo de sectores importantes dentro de las instituciones financieras
internacionales, como lo sugiere la notable crítica de Joseph Stiglitz: 
Al establecer las reglas del juego, los intereses y modos de pensar comerciales y finan-
cieros parecen haber prevalecido dentro de las instituciones económicas internaciona-
les. Lo que ahora prevalece es una visión particular del rol del gobierno y de los mer-
cados –una visión que no es compartida universalmente en los países desarrollados,
pero que está siendo forzada sobre los países en vías de desarrollo y las economías en
transición (2002, pp. 224-225).
Estas propuestas 
constituyen la versión más
extrema del argumento en
favor de la privatización,
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Esta expansión de las privatizaciones a escala global se convirtió en una cues-
tión de militancia, sobre todo debido a las resistencias encontradas en muchos
países. Como señaló un analista favorable a estas políticas:
Es un hecho que la privatización de empresas del Estado en la región del África subsa-
hariana, en Asia y en América Latina no tendrá éxito a menos que los países occiden-
tales industrializados y desarrollados, las instituciones financieras internacionales tales
como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, y otros donantes continúen
ejerciendo presión sobre estos gobiernos para privatizar el sector público (…). Una vez
que el espíritu de libre empresa reine en estos países en desarrollo a través de la privati-
zación, emergerán la economía de libre mercado y la democracia (Dinavo, p. 133).
En ese sentido, el Consenso de Washington, entendido como el conjunto de
iniciativas políticas orientadas a transformar la política económica de los paí-
ses en desarrollo a través de la desregulación, la liberalización del comercio,
la disciplina fiscal y la privatización, constituyó una cultura ampliamente
compartida en el ámbito político. Fue adoptado en Europa por gobiernos
tanto socialdemócratas como conservadores, y en América Latina hasta por
ex-defensores del estructuralismo económico, como la Cepal. Esta amplia
aceptación ha sido explicada como el resultado de un complejo conjunto de
factores, entre los que se incluyen presiones externas, emulación de políticas,
la expansión de las ideologías neoconservadoras, el pragmatismo político en
tiempos de profunda crisis económica y las estrategias dirigidas a cambiar el
equilibrio de poder entre actores socioeconómicos nacionales (Manzetti). A
esto se suma la briberization (bribe puede traducirse como «coima»), el término
utilizado sarcásticamente por Stiglitz para denunciar la corrupción asociada
con la promoción de la privatización por parte del BM y el FMI durante la
década de 1990 (Stiglitz, p. 58).
En este marco, el gobierno de EEUU parece haber ejercido un rol fundamental,
ya sea a través de la acción directa de sus diferentes departamentos, a través de
las políticas de préstamo de la Agencia para el Desarrollo Internacional (Usaid,
por sus siglas en inglés) o a través de programas diseñados e implementados por
instituciones bilaterales y multilaterales (Commander/Killick, p. 314).
Esta agenda generó una fuerte oposición en diferentes sectores, una reacción
que a menudo ha sido explicada por los promotores de dichas políticas como
el resultado del prejuicio ideológico y de la ignorancia que existiría en los paí-
ses en desarrollo en relación con los beneficios que podrían esperarse de la po-
lítica de privatización. No cabe duda de que esta cruzada a favor de la pri-
vatización ha ejercido una influencia significativa en las últimas dos décadas.
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Es en el contexto de dicha política global donde debemos examinar la situa-
ción de América Latina. En ese sentido, afirmamos que las políticas de priva-
tización de los servicios de agua y saneamiento han sido la consecuencia de
una determinación política a escala internacional, en la que América Latina
ocupó un lugar importante (ver cuadro 1). 
Como ya señalamos, nuestra primera proposición sostiene que dichas políti-
cas no tuvieron como objetivo principal la resolución de la crisis real que afec-
ta a estos servicios básicos. Por el contrario, en su diseño e implementación se
ha ignorado la evidencia histórica disponible, que muestra que la organiza-
ción socialmente eficaz y la universalización de los servicios básicos de agua
y saneamiento requirieron, en aquellos países en los que se alcanzaron estos
objetivos, la desprivatización de dichos servicios y la implementación de una
política pública centrada en el principio de que éstos constituyen un bien pú-
blico y un derecho ciudadano. Éste es el objeto de la proposición No 2, que de-
sarrollamos en la siguiente sección.
El carácter ahistórico de la política de privatización
Los argumentos utilizados para promover las privatizaciones son de carácter
ahistórico e ignoran la evidencia sobre la interrelación entre el sector público
y el privado en la organización de los servicios de agua y saneamiento. Así,
prescripciones derivadas del marco ideológico neoliberal, que carecen de fun-
damento empírico, han reemplazado a las lecciones provenientes de la evi-
dencia histórica. En particular, se excluye sistemáticamente cualquier refe-
rencia al proceso por el cual los países desarrollados lograron universalizar
Proyectos de privatización de servicios de agua y saneamiento 
por región, 1990-2005
Cuadro 1
Región                                        Número de contratos      %       Valor (millones de US$)      %
Asia Oriental y Área Pacífico 139 36,5 19.207 42,6
América Latina y el Caribe 147 38,6 20.971 46,5
Resto del mundo 95 24,9 4.956 10,9
Total 381 100 45.134 100
Fuente: Elaborado a partir de Banco Mundial (2006a). Estos datos cubren proyectos en países con
bajos y medios ingresos. 
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sus servicios esenciales de agua y saneamiento. Este proceso –que, a grandes
rasgos, comenzó a fines del siglo XIX en Europa y EEUU– incluyó primero una
creciente regulación de las empresas privadas y, después, su desprivatización
y reemplazo por compañías públicas, en un primer momento a escala muni-
cipal y posteriormente a escala regional y nacional.
Entre otras razones, este proceso se explica por el hecho de que las empresas
privadas no eran eficientes, tendían a cubrir solo ciertas zonas de las ciudades
más importantes (ya que no había incentivos para extender los servicios a los
sectores más pobres) y no estaban interesadas en avanzar en la recolección y
el tratamiento de aguas sucias (se concentraban en los servicios de agua lim-
pia). El proceso fue similar en América Latina, como lo demuestra una serie
de trabajos recientes. 
En resumen, la evidencia histórica es concluyente: la organización socialmen-
te eficaz de los servicios esenciales de agua y saneamiento y su consecuente
universalización en Europa y EEUU requirió, en primer lugar, la regulación,
y posteriormente la desprivatización de los monopolios privados, como par-
te de un proceso que comenzó en los siglos XVIII (en Inglaterra) y XIX (en el res-
to de Europa y EEUU). Fue necesario también abandonar la noción de que es-
tos servicios estaban destinados solo a quienes podían pagarlos y aceptar
que constituyen un bien público y un derecho social de ciudadanía, cuya
provisión y satisfacción universal deben recaer en manos del Estado. Como
consecuencia, se aceptó que estos servicios deben estar a cargo de empresas
públicas, o bajo control público, que deben ser de propiedad pública y que la
mayor parte del financiamiento requerido debe estar a cargo del Estado4.
Volviendo al punto principal, el enfoque a favor de las privatizaciones igno-
ra, o incluso tergiversa, la evidencia histórica sobre la extensión de los servi-
cios de agua y saneamiento. Por ejemplo, el Informe de Desarrollo Mundial
2004 del BM incluye un recuadro sobre «la participación privada en la histo-
ria», que define como «exitosos» a los monopolios privados no regulados que
existían en Londres en el siglo XIX y sugiere que habrían contribuido a la uni-
versalización de los servicios en esa ciudad (Banco Mundial 2003, p. 167). El
4. Esto no significa desconocer formas alternativas de organización y provisión de servicios de
agua (y, en menor medida, también de saneamiento). En algunos países, particularmente en los
menos desarrollados, pero también en ciertos países europeos (por ejemplo, en países nórdicos como
Finlandia), sistemas alternativos como las cooperativas en zonas rurales o las organizaciones comu-
nitarias han jugado un rol muy importante. Sin embargo, la tendencia mayoritaria en la universaliza-
ción de estos servicios se ha fundado en el rol del Estado, dada la escala del esfuerzo requerido.
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recuadro omite información crucial para entender el proceso de universaliza-
ción de estos servicios en Londres (y en Inglaterra en general) y no dice nada
de las batallas políticas orientadas a obligar a los ocho monopolios privados
a adoptar estándares de calidad, extender los servicios a las zonas periféricas
y cobrar precios accesibles. Fue un largo y difícil proceso que culminó en 1902,
con la creación de una empresa única controlada por las autoridades de la ciu-
dad. Un dato fundamental fue que la desprivatización contó con el apoyo ma-
yoritario de representantes de todo el espectro político, ya que incluso los de-
fensores del liberalismo económico admitían que servicios esenciales como el
agua y el saneamiento no podían organizarse sobre la base de principios mer-
cantiles. De todos modos, tuvieron que pasar varias décadas hasta que final-
mente se aceptó que la universalización de estos servicios requería la acción
del Estado a través del financiamiento de la infraestructura y el control gene-
ral del proceso, un objetivo que recién se logró plenamente después de la
Segunda Guerra Mundial. El BM, además de presentar esta versión distorsio-
nada, hace referencia a la reprivatización de los servicios de agua y sanea-
miento en Inglaterra y Gales en 1989, durante el gobierno de Margaret Thatcher:
sugiere que con dicha decisión el orden de cosas habría retornado a la normali-
dad (a una normalidad presumiblemente de orden privatizado). Y, como si
fuera poco, extiende el argumento «histórico» a otros países, como EEUU.
Es un ejemplo, pero un análisis más extenso confirma que la evidencia histó-
rica acerca de cómo se logró la universalización de los servicios de agua y sa-
neamiento en los países desarrollados es sistemáticamente ignorada, o en el
mejor de los casos distorsionada, por el enfoque a favor de las privatizacio-
nes. Se suele invocar la historia para señalar el fracaso del Estado en la mayo-
ría de los países de América Latina a la hora de desarrollar servicios públicos
eficientes y universales. Sin embargo, el debate crucial acerca de cómo se lo-
gró este objetivo en otros países es ignorado o manipulado. El debate ha sido
reemplazado por prescripciones simplistas, derivadas de una ideología dis-
frazada de teoría económica rigurosa. En ese sentido, y en perspectiva histó-
rica, los resultados de la privatización de los servicios de agua y saneamiento
en América Latina podrían haberse anticipado con alguna certeza: dichas po-
líticas han fracasado, tal como discutimos en la proposición No 3.   
El fracaso de la privatización 
A pesar de que los expertos en privatizaciones se resisten a reconocer el fra-
caso de sus propuestas (v., por ejemplo, Lee; Nellis), el caso de los servicios de
agua y saneamiento deja poco lugar para las dudas. Dada la brevedad del
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artículo, no podemos analizar este tema en detalle: remitimos a otros trabajos
que analizan esta cuestión en profundidad (Castro 2004b, 2005, 2006b, 2006c;
Castro/Laurie). 
Aquí nos concentraremos en el fracaso de estas políticas en dos metas cru-
ciales: la promesa de la inversión privada y la de reducir la pobreza y la de-
sigualdad. 
Uno de los argumentos centrales que se utilizan para promover las políticas
de privatización en los servicios de agua y saneamiento es que contribuirían
a «aliviar la presión sobre los presupuestos públicos mediante la provisión de
inversión privada fresca» (Banco Mundial 1998, p. 1) y la atracción de «nuevas
fuentes [privadas] de capital» (WSP-Pppiaf, pp. 8-10). La evidencia obtenida
en nuestra investigación, similar a la recogida por otros autores, revela que
este objetivo no se ha cumplido: no solamente el volumen de la inversión pri-
vada ha sido muy modesto, sino que el grueso de los recursos financieros cap-
tados por las empresas privatizadas han provenido de la recaudación, de subsi-
dios públicos o del endeudamiento (Azpiazu/Schorr).
El cuadro 2 presenta el caso de Aguas Argentinas, frecuentemente exhibido por
el Banco Mundial como un modelo de privatización exitosa (v., por ejemplo, Ban-
co Mundial 2003, p. 168). Como muestra el cuadro, el sector privado solo aportó
2,6% de los capitales entre 1993 y 2001. Por otra parte, la empresa adoptó una es-
tructura financiera basada en el endeudamiento, que llegó a superar 15% del to-
tal de los recursos financieros disponibles. La mayor parte de esta deuda se tomó
en mercados internacionales y representó cerca de un tercio de las ganancias de
la empresa calculadas sobre el patrimonio neto (Azpiazu et al. 2003).
Fuentes de financiamiento de Aguas Argentinas, 
mayo de 1993-diciembre de 2001 (en US$ y porcentajes)
Cuadro 2
Fuente US$ (millones) Porcentaje
Recaudación 3.640,2 78,1
Incremento neto de la deuda 706,1 15,2
Capital privado (socios) 120,0 2,6
Otros ingresos financieros 140,0 3,0
Otras 54,0 1,1
Total 4.660,3 100,0
Fuente: Azpiazu/Schorr, p. 9.
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El de Aguas Argentinas no es un caso aislado, sino parte de una tendencia ob-
servada en otros ejemplos de nuestro estudio (Azpiazu/Schorr) y en las
investigaciones de otros equipos (v. en particular Hall 2002, 2004 y 2006;
Hukka/Katko). En perspectiva, podemos decir que incluso el informe del ex-
director del FMI, Michel Camdessus, sobre las formas de financiamiento de
los servicios de agua y saneamiento presentado durante el Tercer Foro
Mundial del Agua en Japón en 2003, enmarcado dentro de la agenda pro-
privatizaciones, reconoció que existen ciertos factores que «limitan la con-
tribución de los operadores privados en términos estrictamente financie-
ros» (Camdessus, p. 32). Como subraya la cita que encabeza este artículo,
existe un creciente reconocimiento, incluso por parte del BM, de que la pri-
vatización ha fracasado a la hora de atraer inversión privada que permita
reemplazar los aportes del Estado.
El segundo objetivo que consideraremos brevemente es el de reducir la po-
breza y la desigualdad (para una elaboración más detallada de este argu-
mento, v. Laurie), explicitado claramente en los documentos de defensa de
las privatizaciones desde mediados de la década de 1990. Por ejemplo, el
BM afirmaba que «la participación privada ofrece un enorme potencial pa-
ra mejorar la eficiencia de los servicios de infraestructura [y] extender su
distribución hacia los pobres» (Banco Mundial 1998; Banco Interamericano
de Desarrollo). 
La evidencia empírica también demuestra que la privatización fracasó en
este punto, como ocurrió, por ejemplo, en Cochabamba, Bolivia, donde los
servicios de agua y saneamiento fueron privatizados en 1999 mediante una
concesión a la empresa Aguas del Tunari. Luego de efectuado el traspaso,
una de las primeras decisiones de la compañía fue elevar las tarifas 35% en
promedio. A pesar de que el incremento supuestamente estaba orientado a
los usuarios de mayores ingresos, en la práctica los más afectados fueron los
sectores pobres, ya que la tarifa básica pasó a representar 22% del salario mí-
nimo (Crespo et al., p. 140). Éste fue uno de los elementos detonantes de la
movilización social que en marzo de 2000 resultaría en la renuncia del gabi-
nete nacional y en la cancelación del contrato de privatización. La empresa
ha demandado al Estado boliviano y el caso se sigue discutiendo en un tri-
bunal internacional.
Algo similar ocurrió en Argentina. En Buenos Aires, la empresa Aguas Ar-
gentinas incrementó las tarifas 88,2% entre 1993 y 2002, periodo durante el
cual la inflación aumentó solo 7,3%. Esto afectó particularmente a los sectores
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más pobres: en el Gran Buenos Ai-
res, la tarifa pasó a representar 9%
del ingreso familiar para el decil de
menores ingresos, mientras que para
el usuario promedio equivalía solo
al 1,9% (Azpiazu et al. 2004, p. 14). El
otro caso estudiado en Argentina fue
el de Tucumán, donde en 1993 se otorgó una concesión a la empresa Aguas
del Aconquija. Al igual que en Buenos Aires, una de las primeras medidas fue
una modificación de la tarifa que, junto con una nueva carga destinada a fi-
nanciar al organismo regulador, derivó en un aumento de 106%. Además, la
empresa introdujo un «cargo de infraestructura» que trasladaba a los usuarios
la responsabilidad de financiar la expansión de la red. La reacción no se hizo
esperar. Se desencadenó un movimiento de desobediencia civil que incluyó
una campaña para no pagar las facturas del servicio a la cual adhirió 86% de
los usuarios, que incluyó a las pequeñas empresas locales y a los organismos
públicos. En 1997, tras varios meses de conflicto, la concesión fue cancelada,
pero, al igual que en Cochabamba, la empresa concesionaria reclamó una in-
demnización, en este caso 300 millones de dólares (Crenzel, pp. 5, 6, 59 y 73).
Otro ejemplo es el del estado mexicano de Aguascalientes, donde los servicios
fueron privatizados en 1993. A pesar de que este estado experimentó un boom
económico durante los 90, de acuerdo con la propia empresa privada cerca de
70% de sus usuarios domésticos estaba catalogado como «de bajos ingresos».
Según el plan financiero de la concesión, era necesario un aumento en la tarifa
de 170%, el cual comenzó a aplicarse en 1993 mediante incrementos parciales
bimestrales. Sin embargo, la crisis financiera que afectó al país en 1994 inte-
rrumpió la aplicación del plan. Esto condujo a la compañía al borde del colap-
so financiero, del cual fue rescatada por el gobierno a través de un paquete de
medidas que incluyó una renegociación para transferir al Estado la responsa-
bilidad por la inversión en infraestructura. Se estableció, además, un Fondo
de Subsidio para los usuarios pobres y se sancionó la Ley de Aguas, que
prohibió la desconexión de los usuarios por falta de pago (Torregrosa et al.,
pp. 37-38 y 41-44).
Como ejemplo complementario, podemos mencionar el caso de Inglaterra y
Gales, que, como dijimos, suele ser citado como un ejemplo de privatización
exitosa. Al comienzo de la privatización, entre 1989 y 1999, las empresas au-
mentaron las tarifas 95%, y en los primeros cinco años el número de intima-
ciones de pago enviadas a los usuarios morosos aumentó 900%, mientras que
En Buenos Aires, la empresa
Aguas Argentinas 
incrementó las tarifas 88,2%
entre 1993 y 2002, periodo
durante el cual la inflación
aumentó solo 7,3%
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casi dos millones de usuarios (alrededor de 9%) dejaron de pagar su factura
en 1994 (para un análisis detallado, v. Herbert/Kempson; Bakker; Drakeford).
La situación continuó empeorando. Según estimaciones recientes, entre 15%
y 20% de los usuarios no paga actualmente su factura. Además, de acuerdo
con datos del gobierno, entre dos y cuatro millones de familias están vivien-
do en «pobreza del agua» dado que la factura excede 3% de su ingreso fami-
liar (Klein; Fitch/Price; Greene; UKP; Ofwat, pp. 14-19; NCC).
En América Latina, el análisis debe ponerse en el contexto de las condiciones
generalizadas de aumento de las desigualdades que han afectado a la región
durante la década de 1990. Las privatizaciones se implementaron en ese
marco, y entonces no sorprende que la evidencia empírica indique que dichas
políticas han fracasado en su objetivo de reducir la desigualdad y la pobreza
(UN-Habitat, pp. 180-181). Tampoco debería llamar la atención que insti-
tuciones como el BM hayan comenzado a reconocer que las empresas pri-
vatizadas «no carecen de problemas, especialmente cuando se trata de ser-
vir a los más pobres» (Banco Mundial 2003, pp. 10-11). Por otra parte, tras
los conflictos que derivaron en la cancelación de contratos de concesión en
diversos países, y particularmente después de la debacle de la economía
argentina en 2001 y la subsiguiente crisis de Aguas Argentinas, las empresas
transnacionales dedicadas a los servicios de agua y saneamiento anunciaron su
decisión de dejar de lado América Latina y concentrarse en Europa y EEUU, zo-
nas consideradas más favorables en términos de estabilidad política y económi-
ca (sobre este punto, v. el análisis de Hall 2002 y 2006; Hall et al.).
Hay algo de cierto en el argumento de aquellos autores que aseguran que, si
se tiene en cuenta lo limitado de la experiencia concreta de privatizaciones en
agua y saneamiento y su modesto alcance, los debates y las controversias pa-
recen un tanto sobredimensionados (Budds/McGranahan, p. 88). De hecho, a
pesar de la campaña privatizadora de los 90, menos de 10% de la población
mundial recibe sus servicios de agua y saneamiento de empresas privadas5
(Hall et al., p. 25; UN-Habitat, pp. 177-178). Sobre la base de estos resultados y da-
do el creciente reconocimiento del fracaso por parte de sus propios promotores,
5. La expansión de la privatización en el sector presenta fuertes variaciones entre países y regio-
nes. Por ejemplo, Argentina pasó de 0% a 70% de la población atendida por empresas privadas de
agua y saneamiento entre 1993 y 1999 (el dato incluye un 10% atendido por cooperativas; a esto
hay que agregar que, desde 2001, se ha reducido significativamente el peso del sector privado de-
bido a los procesos de reestatización) (Azpiazu et al. 2004, pp. 3-4). En Brasil, en cambio, las
empresas privadas atienden a cerca de siete millones de personas (Abcon, <www.abcon.com.ar>),
menos de 4% de la población.
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todo indicaría que se deberían introdu-
cir cambios profundos en las políticas
del sector. El problema es que las refor-
mas introducidas han puesto en mar-
cha mecanismos y procesos cuyas
fuerzas inerciales continuarán deter-
minando y restringiendo la capacidad
de acción de los países. Éste es el tema
de la cuarta y última proposición. 
Conclusión: las fuerzas inerciales de las privatizaciones
Aunque las políticas de privatización de los servicios de agua y saneamiento
en América Latina han fracasado en sus objetivos declarados, su implementa-
ción puso en marcha una serie de procesos que continúan –y continuarán– in-
fluyendo por un largo tiempo. Las reformas, entonces, no solo han dejado
irresueltos la mayor parte de los problemas preexistentes, y con frecuencia los
han agudizado, sino que además han generado nuevos obstáculos para una
gestión sustentable y democrática de estos servicios.   
En primer lugar, cabe señalar que, a pesar del reconocimiento del fracaso de
los objetivos de la privatización por parte de funcionarios de algunas insti-
tuciones internacionales, la campaña privatizadora sigue vigente, como lo
demuestran documentos recientes del BM (2006b), de organismos con in-
fluencia global como la Unesco6 y de las agencias de desarrollo de los paí-
ses más poderosos (Hall 2004), así como también de consultores y académi-
cos afines al modelo. 
Por otra parte, el adoctrinamiento iniciado a fines de los 80 ha dado resul-
tado y los argumentos favorables a la privatización están muy enraizados
en ciertos sectores académicos y políticos de los países menos desarrolla-
dos, especialmente en América Latina. En ese sentido, aunque el propio
Banco Mundial ha reconocido el error de creer que la solución reside en la
inversión privada, estos argumentos conservan gran vitalidad en los deba-
tes actuales de la región, no solamente en países que continúan aplicando
6. Es sorprendente ver que el último informe de la Unesco sobre el agua clasifica los servicios de
agua y saneamiento domésticos como «bienes privados o mercancías» (2006, p. 409) e ignora el de-
bate internacional, del cual participan las mismas Naciones Unidas, acerca de si deben ser consi-
derados como un bien público y un derecho humano o como un bien económico privado y una
mercancía. 
El problema es que las 
reformas introducidas han
puesto en marcha 
mecanismos y procesos 
cuyas fuerzas inerciales 
continuarán determinando 
y restringiendo la capacidad
de acción de los países
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el modelo neoliberal7 sino también en aquellos que hoy son gobernados por
líderes de centroizquierda8.
Incluso en aquellos lugares donde las concesiones privadas fueron canceladas
o abandonadas, como en Buenos Aires, Tucumán y Cochabamba, los proble-
mas no han terminado. Por el contrario, han
empeorado, ya que el Estado, además de te-
ner que hacerse cargo de la promesa incum-
plida de renovación y expansión de la infraes-
tructura, enfrenta las demandas judiciales de
las empresas privadas que buscan una in-
demnización por el lucro cesante debido a
la cancelación de contratos que se exten-
dían por 20 o 30 años. Argentina, por ejem-
plo, enfrenta actualmente unos 30 juicios de
empresas transnacionales, incluyendo los de
Aguas del Aconquija y Aguas Argentinas. Pero para Argentina, al igual que
para Brasil o México, quizás sea posible diseñar sus propias estrategias finan-
cieras y políticas para resolver la crisis. Sin embargo, países más pobres y de-
pendientes de la ayuda externa tienen mucho menos margen de maniobra pa-
ra las políticas autónomas. Es el caso de Bolivia, que también enfrenta varios
juicios millonarios relacionados con las cancelaciones de los contratos de Co-
chabamba y, más recientemente, de La Paz-El Alto. El costo de este aspecto de
la privatización todavía no ha sido estimado en su real magnitud.
Sin embargo, probablemente el efecto inercial más importante reside en las re-
formas legales e institucionales implementadas en los distintos países para
promover la privatización, en particular aquellas medidas dirigidas a conver-
tir los servicios de agua y saneamiento en bienes privados. Esto anuló la no-
ción de que constituyen un bien público y que, por lo tanto, existe un derecho
ciudadano al acceso universal, independientemente de la capacidad de pago
de los usuarios. El punto es crucial, pues implica la reducción del ciudadano
a la dimensión de un consumidor de mercancías. Este cambio de enfoque
7. En México, por ejemplo, el Banco Nacional de Obras Públicas (Banobras) tiene como requisito
para otorgar apoyo financiero a las empresas públicas de agua y saneamiento que éstas se asocien
con una empresa privada.
8. Un ejemplo es el debate sobre el rol del sector privado en los servicios de agua y saneamiento
que tiene lugar en Brasil. Al respecto, pueden consultarse los sitios de internet de Abcon, la orga-
nización que representa los intereses de las empresas privadas del sector, <www.abcon.com.br>,
y de Assemae, la Asociación Nacional de Empresas Municipales de Agua y Saneamiento, <www.
assemae.org.br/ibam.htm>.
Incluso en aquellos 
lugares donde las 
concesiones privadas
fueron canceladas o 
abandonadas, como en
Buenos Aires, Tucumán 
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los problemas no 
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ocurre más allá del carácter público o privado de las empresas que prestan los
servicios, de tal modo que, en muchos países, las compañías públicas ya es-
tán operando sobre la base de principios mercantiles. El peligro es que estos
servicios, esenciales para la reproducción vital de las personas, se reorganicen
sobre el principio de exclusión dictado por la mera eficiencia económica (so-
lo accede quien puede pagar) en lugar de ponerse en función de la inclusión
social, como ocurrió en Europa y EEUU.
Desde otra perspectiva, se trata de un proceso muy dinámico, con cam-
bios frecuentes de dirección y con un futuro incierto. En ese sentido, es
importante la creciente insatisfacción pública y la oposición abierta hacia
las políticas de privatización. Sería un error explicar esta oposición solo
como un rechazo a las políticas de libre mercado o como un ataque al sec-
tor privado, como algunos autores suelen sugerir, ya que de hecho existió
bastante apoyo –o al menos tolerancia– a las reformas implementadas du-
rante los 90. En rigor, la combinación de procesos autoritarios en la imple-
mentación de dichas políticas (como las reformas por decreto introducidas siste-
máticamente por Carlos Menem en Argentina), la ausencia de participación
ciudadana, la amplia percepción (y frecuente confirmación) de la existencia
de corrupción pública y privada y la creciente evidencia de que las privatiza-
ciones han favorecido los intereses de las empresas privadas, particularmen-
te las transnacionales, en lugar de beneficiar a los usuarios, han contribuido a
que se multipliquen las acciones de protesta, desobediencia civil e incluso vio-
lencia abierta, contra este modelo y contra sus representantes.
La evidencia sugiere que la privatización de los servicios de agua y sanea-
miento también pasó por alto los desafíos que presenta la transformación de
las relaciones y las estructuras sociales. En efecto, la reforma privatizadora
presupone ciertas identidades y relaciones sociales, como por ejemplo la idea
del ciudadano-consumidor como sujeto de crédito, capaz de comprar bienes
y servicios a precios que permiten la viabilidad de la empresa privada; o, de
modo más amplio, la generalización de relaciones sociales mercantiles en la
organización de los servicios públicos esenciales. El problema es que dichas
identidades y relaciones solo tienen una presencia parcial y fragmentaria en
los países menos desarrollados, y a veces ni siquiera existen en las áreas en
que se concentra la población pobre e indigente. Por otra parte, el desarrollo
de estas identidades y relaciones sociales mercantiles entra en contradicción
con esquemas de organización social alternativos, algunos preexistentes,
otros en plena emergencia, lo cual constituye un obstáculo para las políticas
de privatización. Esto ha hecho que la iniciativa neoliberal deba enfrentar una
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trama de relaciones y estructuras sociales bien consolidadas: por ejemplo,
aquellas enraizadas en las tradiciones de propiedad y gestión del agua indí-
genas (en Cochabamba), o aquellas representadas por los movimientos que
defienden la tradición del sector público (en Argentina). Por último, el avan-
ce neoliberal debe enfrentar el desafío de las luchas sociales que tienen lugar
a escala global por la democratización de la gobernabilidad y la gestión del
agua y de sus servicios, en particular las que defienden la idea del derecho
humano al agua para usos esenciales. 
Finalmente, es necesario enfatizar que, para desarrollar alternativas factibles a
las privatizaciones, es necesario comprender los factores que permitieron el lo-
gro de los objetivos de universalización en los países más desarrollados, resul-
tado de largas confrontaciones fundadas en el principio de que el acceso al agua
y el saneamiento debe ser considerado un derecho social universal. Este movi-
miento fue apoyado por un amplio rango de fuerzas sociales y políticas. En
América Latina, el éxito en el diseño y la implementación de políticas orienta-
das a la universalización solo será posible si se logra articular una combinación
similar de fuerzas sociales, amplia y de carácter universalista. Lo positivo es
que, aunque incompletos y fragmentarios, estos procesos están ya en marcha.
Su apoyo crítico debería ser una prioridad para las fuerzas progresistas.
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